

SENTENCIA NÚMERO: DOCE
En la ciudad de Córdoba, a los nueve días del mes de marzo de dos mil diez, siendo las doce y quince horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados "NELLA, CARLOS DANIEL Y OTRO C/ ESTADO PROVINCIAL - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Letra "N", N° 05, iniciado el dos de octubre de dos mil seis), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 307), fijándose la siguientes cuestiones a resolver:-------------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación interpuesto?---

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


1.- A fs. 307 interpone la parte actora recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veintisiete de febrero de dos mil tres (fs. 287/306vta.), mediante la cual se resolvió: "1) Rechazar en todas sus partes la demanda de Plena Jurisdicción deducida en autos por los Sres. Carlos Daniel Nella y Víctor Hugo Reyes, confirmando la legitimidad de los actos administrativos impugnados.- 2) Con costas a los actores, debiendo diferirse la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando se determine el monto del juicio.- ...".------------------------------------------------------------------------------------


2.- Concedido el recurso de conformidad con lo establecido en el artículo 44 del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo (Auto Número 18 del 14 de marzo de 2003, fs. 308), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 313).---


3.- Posteriormente, se dispone correr traslado a la apelante para que exprese los agravios que le irroga el decisorio de la Cámara a-quo (fs. 315), quien lo evacua a fs. 319/339, solicitando su revocación con costas, a tenor de las razones que a continuación se reseñan.---------------------------------------------------


a) Prescripción-----------------------------------------------------------------------

Señala que la postura de la Sentenciante, relativa a que la prescripción no se operó porque el sumario fue iniciado inmediatamente después de producido el hecho y luego no fue declarada la caducidad, carece por completo de fundamentación legal.-----------------------------------------------------------------------


Alega que no se ha dicho porqué la acción disciplinaria de acuerdo al artículo 107 de la Ley 6702 no prescribe si se ha iniciado un sumario dentro del año de la comisión del hecho, ni porqué una vez iniciada la acción sólo puede acusarse la caducidad.-----------------------------------------------------------------------


Indica que el texto del precepto mencionado es claro al disponer que la actividad persecutoria no puede permanecer inerte por un año desde la comisión del hecho y que exige que la acción se promueva al año de la comisión del hecho, pero que también requiere (contra lo que estima el A-quo) que la acción sea instada una vez promovida. Por lo tanto, razona, de acuerdo a la norma si la acción ha sido promovida mediante el inicio de la actividad sumarial, pero luego permanece inerte durante un año, la acción disciplinaria prescribe.------------------


Concluye que la postura de la Juzgadora, según la cual no cabe oponer la prescripción si el sumario ha sido iniciado dentro del año, restando luego sólo la posibilidad de acusar la caducidad, contraviene directamente el texto del artículo 107 ib..-----------------------------------------------------------------------------------------


Sostiene que el punto es claro no sólo si se atiende a la redacción del artículo 107, sino también a la relación entre este precepto y el artículo 41 del decreto 3727/90, por cuanto si todo trámite dirigido a señalar la existencia de una falta interrumpe la prescripción, es obvio que la prescripción corre una vez promovida la acción disciplinaria mediante el inicio del sumario.--------------------


Apunta que también debe repararse en la finalidad perseguida por los artículos mencionados, ya que éstos apuntan a impedir la inactividad estatal en el ejercicio de la acción disciplinaria en cualquiera de sus manifestaciones. Agrega que se trata de una de las garantías constitucionales del individuo perseguido, no pudiendo el Estado dejar inerte su pretensión de perseguir a un individuo por tiempo indeterminado.-----------------------------------------------------------------------


Manifiesta que la Juzgadora entiende lo contrario, desde que en su opinión la garantía sólo apunta a exigir al Estado que inicie la acción, pero no rige si ésta ya fue iniciada y luego permanece inerte, supuesto en el que estima que sólo cabe acusar la caducidad a pedido de parte.----------------------------------------------------


Entiende que el defecto de fundamentación en el que incurre el A-quo es relevante, pues si hubiese advertido lo que en realidad dispone el artículo 107 ib., habría admitido el planteo de prescripción. En tal sentido, destaca que conforme la reseña del trámite administrativo efectuada en la sentencia, desde el trece de mayo de mil novecientos noventa y tres -fecha en que emite su dictamen el Jefe del Departamento Jurídico- y el trece de mayo de mil novecientos noventa y cuatro había transcurrido un año sin que el Estado instara la acción disciplinaria.-


Aclara que la prescripción se había operado, resultando irrelevante lo atinente a la caducidad, pues rige en la materia el instituto de la prescripción, que es completamente diferente.----------------------------------------------------------------


Dice que, por si alguna duda subsistiese, resulta de aplicación supletoria a la materia la Ley 7233, que a su vez establece de aplicación supletoria el Código Procesal Penal y en materia penal, la prescripción de la acción es de orden público y debe declararse de oficio. Cita jurisprudencia.-------------------------------


Afirma que la prescripción de la acción disciplinaria importa la pérdida de la potestad sancionatoria y no habiendo sido instada la causa durante un año, la acción disciplinaria se encontraba prescripta el trece de mayo de mil novecientos noventa y cuatro y así debió habérselo declarado, a pesar de que el sumario haya sido iniciado inmediatamente después de producido el hecho, independientemente de que se haya acusado la caducidad.----------------------------


Cuestiona que la Sentenciante sostenga que, de todos modos, la acción no se encontraba prescripta en virtud de lo dispuesto por el artículo 42 del Decreto 3727/90.---------------------------------------------------------------------------------------


Asevera que es falso que la acción penal por el delito de violación reiterada no se hallaba prescripta, dado que la misma nunca se promovió, toda vez que el obstáculo formal existente para su promoción no se salvó.---------------


Añade que aún para el supuesto en que se entendiese que la acción penal hubiera sido promovida, de todos modos no resultaría aplicable al caso el artículo 42 mencionado, ya que la sanción se aplicó por un hecho diferente al considerado en la justicia penal.---------------------------------------------------------------------------


b) Prueba no valorada---------------------------------------------------------------


Se agravia de la parte del fallo en la que se expresa que la prueba relevante -la causa criminal- fue debidamente valorada en el dictamen previo a la emisión del acto. Dice que la Juzgadora ha ignorado en este aspecto las constancias de la causa, pues la prueba en cuestión fue justipreciada sólo parcialmente en el dictamen, soslayándose el punto principal sobre el que se insistió al ofrecer la prueba en cuestión, cual es el hecho de que la propia madre de la menor denunciante hizo presente que la denuncia fue falsa.-----------------------------------


Critica también que la Sentenciante sostenga que su parte no especificó porqué sería relevante el expediente judicial, ya que se ha apartado de las constancias del proceso, puesto que puntualizó una y otra vez en autos que el expediente penal era relevante porque allí consta que la propia madre de la menor denunciante hace presente que la denuncia fue falsa y que la hija fue obligada a efectuar la denuncia por hechos que no existieron (fs. 20, 22vta., 25 y 25vta.).----


Arguye que la Sentenciante desconoció que la prueba era de máxima relevancia, toda vez que fueron imputados por los hechos que generaron la causa penal, esto es, por el supuesto acceso carnal al que habrían sometido a la víctima, y en el expediente penal la madre de la supuesta víctima afirmó que la denuncia de la menor fue falsa. Destaca que la prueba fue ofrecida cuando se dictó la resolución policial que aconsejaba la cesantía, fundándola en la circunstancia de haber hecho subir a un móvil a una persona, detenerla y luego liberarla sin justificativo y sin comunicación a los superiores -no por el supuesto acceso carnal-. Explica que en la denuncia por violación se mencionó la detención y la liberación y, como se ha dicho, la madre de la menor declaró que esa denuncia fue falsa, de manera que se trata de un elemento de prueba de máxima importancia.-----------------------------------------------------------------------------------


c) Sanción por hechos no imputados----------------------------------------------


Sostiene que el fallo carece de fundamentación cuando desestima el argumento referido a la falta de concordancia entre el hecho imputado y el hecho por el cual se aplica la sanción, desde que no compara las conductas imputadas en la indagatoria con las que motivan la cesantía.---------------------------------------


Expone que la Juzgadora dice que de las indagatorias y de los descargos surge que "los hechos que se imputan son los que generaron la causa penal a que se hace referencia y han sido suficientemente conocidos por los actores a tenor de los argumentos que exponen en su descargo", pero en momento alguno dice cuáles son esos hechos. Refiere que la Cámara a-quo alude al acto sancionatorio, afirmando que "si al resolverse la sanción expulsiva de los actores, la resolución 297/94 impugnada hace expresa mención a que la conducta de los imputados encuadra en dichas normas, no resulta admisible sostener que la falta no les fue imputada, cuando de su declaración indagatoria surge lo contrario", sin especificar cuál es la conducta de los imputados en cuestión.-------------------------


Tras analizar las declaraciones indagatorias, señala que pese a que no hay descripción concreta de los hechos en cuestión -lo que bastaría para declarar su nulidad-, podría entenderse que ya que la causa penal fue iniciada por el supuesto delito de violación reiterada, los hechos directamente vinculados a aquellos que motivaron la instrucción penal son el supuesto acceso carnal a que habrían sometido a la víctima.-----------------------------------------------------------------------


Indica que en la imputación también se les enrostra la violación del artículo 16 inciso 20 del Reglamento del Régimen Disciplinario Policial, pero no se describe hecho alguno. Agrega que como en la primera parte de la indagatoria se les enrostra el acceso carnal, podría entenderse que el sumariante alude a esos hechos como comprometiendo el decoro del empleo y contraviniendo órdenes policiales que habrían causado el perjuicio y desprestigio en cuestión.--------------


Expresa que la sanción dispone la expulsión porque constituiría falta gravísima "la detención de una presunta infractora en la vía pública, su ascenso al móvil policial, y su posterior liberación sin que medie justificativo alguno, y sin conocimiento del procedimiento de sus superiores" y no por los hechos que les fueron imputados.------------------------------------------------------------------------


Cuestiona, en segundo lugar, que la Sentenciante señale que, en todo caso, su parte no habría precisado de qué modo el cambio en la imputación afectó su derecho de defensa, ni cuáles argumentos exculpatorios podría haber acreditado.-


Alega que tal postura carece por completo de fundamentación legal, pues su parte no tenía tales deberes, bastando con que no haya congruencia entre la imputación y la sanción para que ésta sea nula, principio que halla fundamento en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Cita doctrina.------------------------------


Señala que resulta obvio que la estrategia defensiva de los imputados será completamente diferente si se imputa la comisión de un hecho que está siendo juzgado en Sede Penal -acceso carnal-, que si se atribuyen otros hechos -supuesta detención de la presunta infractora, su ascenso al móvil y su posterior liberación sin que medie justificativo y sin conocimiento del procedimiento por parte de los superiores-, ejemplificando lo acaecido en el sublite.-----------------------------------


d) Defectos formales no tratados--------------------------------------------------


Reprocha que en el fallo no se haya tratado la defensa que planteó, relativa a que se ignoró el dictamen del Tribunal de Disciplina que aconsejó una sanción menor.-----------------------------------------------------------------------------------------

Refiere que a tenor de la normativa entonces vigente, dicho dictamen tenía carácter calificado y por tanto cualquier decisión posterior que se apartase de lo aconsejado tenía que fundarse en nuevos elementos de Juicio. En el caso, puntualiza, las decisiones posteriores se apartaron de dicho dictamen sin dar razones y sin asentarse en nuevos elementos de juicio, vicio formal que es causal de nulidad de la cesantía dispuesta.--------------------------------------------------------

e) Postura sobre la cuestión sustancial--------------------------------------------


Alega que la Juzgadora no estableció claramente cuáles fueron los hechos imputados.------------------------------------------------------------------------------------


Expresa que el único modo de establecer fundadamente cuáles fueron los hechos imputados consiste en leer la imputación que se les formulara, sin que haya que prestar atención a la declaraciones de las personas que menciona la Sentenciante.----------------------------------------------------------------------------------


Advierte que de la indagatoria se desprende que en la imputación se les enrostra el haber sido responsables por hechos directamente vinculados a aquéllos que motivaron la instrucción penal (segunda parte del art. 16 inc. 16 del Decreto 3727/90). Sostiene que aunque no hay descripción concreta de los hechos en cuestión (defecto que basta, por sí mismo, para declarar nulas todas las actuaciones posteriores), podría entenderse que, ya que la causa penal fue iniciada por el supuesto delito de violación reiterada, los hechos directamente vinculados a aquellos que motivaron la instrucción penal son el supuesto acceso carnal al que habrían sometido a la víctima, de manera que este acápite de la imputación podría ser entendida -en el peor de los casos para su parte- como enrostrándole el haber sido responsable por esos hechos.------------------------------


Expresa que en la imputación también se le atribuye la violación del artículo 16 inciso 20 ib., pero no se ha descripto hecho alguno que haga referencia a dicha norma, defecto que por sí mismo basta para considerar a esta porción de la indagatoria como irrelevante y a cualquier sanción posterior basada en ella, nula. Sin embargo, agrega, como los hechos que se les enrostrarían en la primera parte de la indagatoria serían el acceso carnal, podría entenderse que el sumariante alude a esos hechos como comprometiendo el decoro del empleo y contraviniendo órdenes policiales que habrían causado el perjuicio y desprestigio en cuestión.-----------------------------------------------------------------------------------


Concluye, en que en la imputación sólo se les atribuye -en el peor de los casos- la comisión de ciertos hechos: el supuesto acceso carnal al que habrían sometido a la víctima.-----------------------------------------------------------------------

Asevera que la Cámara se equivocó a la hora de establecer cuáles fueron los hechos imputados y el defecto es relevante porque de no haber incurrido en él, se habría concluido en que las cesantías son ilegítimas, dado que se funda en hechos diferentes -supuesta detención de presunta infractora, ascenso al móvil y posterior liberación sin que medie justificativo y sin conocimiento del procedimiento por parte de los superiores-.----------------------------------------------

Añade que aún en el supuesto de que los hechos por los cuales se los sancionó hubieran sido imputados, los mismos no fueron acreditados con certeza suficiente y para el supuesto que se consideraran demostrados, no merecen la sanción de cesantía.--------------------------------------------------------------------------


4.- A fs. 340 se dispone correr traslado del recurso interpuesto a la demandada, quien lo evacua a fs. 345/352, peticionando la confirmación del fallo dictado por la Judex a-quo, con imposición de costas a la contraria.-----------------


5.- A fs. 353 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 354/354vta.), deja la causa en estado de ser resuelta.----------------------------------------------------


6.- En forma liminar, debe destacarse que el recurso bajo análisis ha sido interpuesto oportunamente, por parte legitimada, en contra de una sentencia definitiva (arts. 43 inc. "b" del C.P.C.A. y 366 del C.P.C. y C. -aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182-), razón por lo cual corresponde su tratamiento.-----------------------------------------------------------------------------------


7.- La decisión de primera instancia contiene una adecuada relación de causa (art. 329 del C.P.C. y C.), la cual debe tenerse por reproducida en los presentes a los fines de evitar su innecesaria reiteración.------------------------------


8.- Por razones de estricto orden metodológico, se iniciará el examen del recurso planteado por el primero de los agravios desarrollados por la parte apelante, puesto que de su suerte dependerá la necesidad de tratamiento de los restantes.--------------------------------------------------------------------------------------


En tal acápite de su impugnación, discrepa la recurrente con lo resuelto por la Judex a-quo con relación a su planteo de prescripción.-------------------------

Sostiene la impugnante que en el subexamine se ha operado la prescripción de la acción disciplinaria, dado que conforme al artículo 107 de la Ley 6702, a diferencia de lo que asevera la Sentenciante "...si la acción ha sido promovida mediante el inicio de la actividad sumarial, pero luego permanece inerte durante un año, la acción disciplinaria prescribe. ..." (fs. 321), añadiendo que no resulta aplicable el artículo 42 del Decreto 3727/90.---------------------------


9.- A fin de dar respuesta a la problemática en cuestión, se estima necesario efectuar las consideraciones que se exponen a continuación.--------------
Como ya ha señalado esta Sala en anteriores oportunidades, es sabido que el instituto de la prescripción de la acción disciplinaria, que debe ser tenido en cuenta en todo procedimiento tendiente a sancionar a un agente público, consiste en el no ejercicio por parte de la Administración de la potestad sancionatoria que le compete, durante el transcurso de un tiempo legalmente determinado, al término del cual, se extingue dicha prerrogativa estatal. Su finalidad se orienta hacia la tutela de la seguridad jurídica y, en especial, tiende a superar el estado de incertidumbre que se cierne en torno a la situación jurídica de quienes han sido imputados por una conducta supuestamente antijurídica (cfr. T.S.J., Sala C.A., “Moreno, José Luis c/ Provincia de Córdoba -Plena Jurisdicción- Recurso de apelación”, Sent. Nro. 63/2004).-----------------------------------------------------------


10.- La legislación aplicable en el sub lite, en virtud de tratarse de sanciones impuestas a agentes policiales, distingue los plazos de prescripción de la acción disciplinaria en tres meses, seis meses y un año, según se configure una falta leve, grave o gravísima, respectivamente (cfr. arts. 107 incs. a), b) y c) de la Ley 6702 y 39 del Dcto. 3727/90).--------------------------------------------------------


De conformidad al artículo 40 del Decreto 3727/90, dichos términos se computan a partir de la medianoche del día en que se produjo la comisión del hecho si fuese instantáneo o desde que cesó de cometerse si fuese continua.-------


Asimismo, en el artículo 41 ib. se establece que: "Los actos del procedimiento disciplinario interrumpen la prescripción de la acción, entendiéndose a esos efectos como actos del procedimiento disciplinario, todo trámite dirigido a señalar la existencia de una falta, aún cuando no se haya iniciado sumario o información administrativa" (el destacado me pertenece).-----


A continuación, el artículo 42 ib. dispone que: "La acción disciplinaria que nace como consecuencia de un hecho delictuoso, podrá ejercitarse mientras no se haya prescripto la acción penal resultante".--------------------------------------


En el sub lite, tal como señaló el Tribunal a-quo, se inició sumario administrativo en contra de los actores en virtud de la supuesta comisión de un hecho delictual que paralelamente fue investigado judicialmente, hasta que el Juzgado de Instrucción interviniente debió declarar mal promovida la acción penal como consecuencia de la presencia de obstáculos formales para el ejercicio de la misma -minoridad de la denunciante, art. 42 del C.P.- (cfr. fs. 3 y vta.).------


En efecto, del repaso de las actuaciones administrativas y judiciales obrantes en la causa surge que:------------------------------------------------------------

a) Con fecha veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y uno, se tomó declaración sumarial al Sargento Carlos Daniel Nella y al Agente Víctor Hugo Reyes, informándoles la Instrucción que estaban acusados del delito de "...VIOLACION REITERADAS por así haberlo ordenado el JUEZ DE INSTRUCCION DE DECIMO SEXTA NOMINACIÓN" (sic.), manifestando los mismos que era su voluntad la de abstenerse de declarar (cfr. fols. 35 y 36 del Expte. Adm. Nro. 0002-10278/93, agregado como fol. 8 al Expte. Adm.         Nro. 0273-13048/94).-----------------------------------------------------------------------

b) El trece de noviembre de mil novecientos noventa y uno, los actores prestaron declaración en Sede Judicial respecto de los siguientes hechos: "...PRIMERO: Cometido el día 26/10/91, entre las cero y las cero, cuarenta y cinco horas, en la ciudad de Villa Carlos Paz de esta provincia de Córdoba, en perjuicio de María Mercedes Shynyashyky, consistente en haberla obligado a ascender al móvil del Comando Radioeléctrico Nº 1554 -automóvil Renault 12, dom. X-516.272-, en calle Av. Libertad; que en la oportunidad, el compareciente estaba acompañado por el policía Carlos Daniel Nella -ambos adscriptos al Comando Radioeléctrico de la UR-3 (Villa Carlos Paz)-; que luego de andar varias cuadras, y encontrándose la presunta damnificada -de 18 años de edad- en el asiento trasero del vehículo, el compareciente y Nella detuvieron la marcha del mismo, descendiendo ambos de su parte delantera; a continuación, el compareciente y Nella, en forma sucesiva, y en el asiento trasero del móvil, accedieron carnalmente a la Shynyashyky, pese a la resistencia por ella ofrecida; luego; ambos policías subieron nuevamente al móvil, para seguidamente conducirse hasta calles Tucumán y San Martín de Villa Carlos Paz, donde la hicieron descender del automóvil. Que el acceso carnal fue por vagina, y que el compareciente y Nella eyacularon. SEGUNDO: Cometido el día 26/10/91, aproximadamente a las cero horas, en la ciudad de Villa Carlos Paz de esta provincia de Córdoba; en oportunidad que el compareciente, acompañado por el Sargento Carlos Daniel Nella estaban obligando a ascender al móvil policial interno Nº 1554 de la UR-3, a María Mercedes Shinyaschyky, se presentó un amigo de la mujer, Germán Juan Palacios, al que el compareciente y Nella le manifestaron que se alejara porque, de lo contrario, lo llevarían preso a la Comisaría..." (de la declaración indagatoria del Agente Víctor Hugo Reyes    -cfr. fs. 164vta./165- siendo igual la descripción de los hechos en la del Sargento Carlos Daniel Nella -cfr. fs. 167vta./168-).-----------------------------------------------

En dicha oportunidad, el Agente Víctor Hugo Reyes manifestó que negaba "...la comisión de los hechos que se le atribuyen. Manifiesta que como a la medianoche del día 26/10/91, el compareciente y el Sargento Carlos Daniel Nella salieron, a bordo del coche interno Nº 1554 de la UR-3 hacia el centro de la ciudad de Carlos Paz, para hacer un patrullaje; que en la Av. San Martín y Libertad advirtieron la presencia de una chica, a quien no conoce por su nombre, pero que ya la había visto ejerciendo la prostitución en la vía pública; que detrás de esta chica, a unos dos metros, la seguía un muchacho, el que supusieron, con Nella, que podría ser un cliente suyo, por lo que pararon el móvil, sin bajar del mismo ninguno de los dos policías, y llamaron a la chica y al muchacho; que la chica negó que estuviera ejerciendo la prostitución, en tanto que el muchacho dijo que no tenía nada que ver con ella. Ante ello, Nella autorizó al muchacho, cuyo nombre no recuerda, para que se retirara, en tanto que la chica, por orden de Nella, subió al asiento trasero del patrullero, continuando la marcha por Av. Libertad. Acota que el compareciente había bajado el volumen de la radio del móvil, para escuchar con claridad el diálogo con la mujer, ya que había mucha interferencia; que la chica le solicitó a Nella que la dejaran bajar, argumentando que no estaba ejerciendo la prostitución; que seguidamente el declarante escuchó que llamaban de la Guardia, por la radio del móvil, por lo que el dicente subió el volumen de la misma y escucha que el Oficial de Servicio Marcelo Amaya les preguntó “QTH”, que significa el lugar donde se encuentra el móvil, a lo que el dicente respondió que se dirigían hacia calle Mendoza, sector que les tocaba por razones de jurisdicción; ante ello, la Guardia les ordenó retornar a la base, y debido a que estaban en medio de un operativo, el Sgto. Nella autorizó a la chica a bajarse del móvil, en calle Libertad, antes de llegar a Maipú, unas seis cuadras del lugar de detención; que tal detención duró no más de diez minutos. Al bajarse la chica, continuaron la marcha, volviendo a retomar calle Libertad, girando por Alvear, por Moreno luego, y finalmente por Av. San Martín, hasta la Comisaría. Que lo manifestado es todo cuanto tiene que declarar..." (cfr. fs. 165 y vta.).------------------------------

El Sargento Carlos Daniel Nella, por su parte, declaró que negaba "...la comisión de los hechos que se le atribuyen. Que el día 26/10/91 salió del Comando Radioeléctrico, con el Agente Víctor Hugo Reyes, a bordo del móvil  Nº 1554; que, esa noche, a media noche, ya se había iniciado un operativo a cargo del Oficial Martínez, de control general en Villa Carlos Paz, de vehículos; que el dicente y Reyes se dirigieron al centro de la ciudad por calle San Martín, y al llegar a Libertad vieron a una chica acompañada o seguida por un muchacho; que la chica, aparentemente, estaba ejerciendo la prostitución; ante ello, pararon el móvil y el deponente le inquirió, sin bajarse del móvil, que ella estaba trabajando, a lo que la chica le dijo que sí, desde hacía dos horas; que esto fue poco después de medianoche. Ante ello, el dicente la obligó a subir al móvil, llamando también al muchacho que le seguía; que el dicente le preguntó al muchacho -de apellido Palacios- si él era cliente de la mujer, a lo que le respondió que no tenía nada que ver, por lo que el deponente le manifestó que subiera al móvil; que el muchacho no quería hacerse ver, y estaba unos cinco metros atrás de la chica; que desde hacía unos 15 días, el deponente y otros policías (Sánchez, que trabaja en el S.E.P.) ya habían visto a la mujer ejerciendo la prostitución en la calle, en Villa Carlos Paz; que el dicente, como Jefe de Coche, le permitió a Palacios que se marchara; que Reyes, en todo momento, al igual que el compareciente, estuvo en todo momento adentro del móvil. Que la chica se sentó en el asiento trasero. Que mientras el dicente conversaba con la chica, Reyes bajó el volumen de la radio del móvil; acota que Reyes tiene normalmente esa mala costumbre; antes de llegar a calle Maipú, a unos ocho cuadras del lugar de detención, escucharon que llamaban por radio a ese móvil, por lo que Reyes contestó que se dirigían hacia calle Mendoza; no siendo esto en realidad, así, sino que estaban estacionados; que la chica les reclamaba que la dejaran bajar, porque no estaba “trabajando”; por ello, ante la existencia del operativo mencionado y la falta de pruebas del ejercicio de la prostitución de la mujer, el compareciente decidió dejarla bajar, en el lugar señalado -antes de llegar a calle Maipú-. Que el móvil, ya sin la chica, siguió por calle Libertad, volviendo por ésta hasta Alvear, por lo que bajaron hasta la Regional, por calle Moreno. Que en cuanto llegaron, el deponente le dio la novedad de lo acontecido con la mujer, al Oficial de Servicio, de apellido Amaya. Preguntado para que diga si, al escuchar que llamaban por la radio, el dicente o su acompañante subieron el volumen de la misma, dijo que sí, ya que; habían escuchado “móvil, móvil, móvil”. Que cuando Reyes contestó que se dirigían hacia calle Mendoza, lo hizo porque ese era el sector de los imputados, aunque no se dirigieron hacia allí, según lo expuesto. Que el Oficial Amaya les dijo, por radio “Haga base ORO” que significa retornar a la Unidad Regional. Que lo manifestado es todo cuanto tiene que declarar..." (cfr. fs. 168 y vta.).---------------
c) El día veintiuno de noviembre de mil novecientos noventa y uno, el Juzgado de Instrucción de Decimosexta Nominación, por Auto Número Doscientos veinte declaró "...mal promovida la acción penal emergente del delito de violación reiterada en perjuicio de María Mercedes Shinyashyky, atribuida a los imputados Carlos Daniel Nella y Víctor Hugo Reyes, y la nulidad parcial de sus declaraciones, obrantes a fs. 61/62 y 58/59, respectivamente, en relación a dicho ilícito, todo sin perjuicio de continuar el proceso, tan luego salvado el obstáculo formal al ejercicio de la acción penal (arts. 18 de la Constitución Nacional, 39 de la Constitución Provincial; 72 y 119 inc. 3º Código Penal; 1, 6, 171 inc. 2º, 172, 178, 346 inc. 2º y 353 CPP)". Ello así por cuanto la denunciante, presunta víctima del delito, era menor de edad (cfr. fs. 3 y vta.) y el delito imputado era de instancia privada.-------------------------------------------------

d) Con fecha veintiséis de noviembre de mil novecientos noventa y uno, se tomó declaración en Sede Administrativa a los actores, quienes habían sido procesados "...por s.a. del delito de Violación Reiterada, con conocimiento e intervención de Juzgado de Instrucción de decimo sexta nominación..." (sic), haciéndoles saber que se les recibiría el descargo por infracción a los artículos 16 inciso 16) y 20) del Reglamento del Régimen Disciplinario Policial         (cfr. fols. 63 y 67 del expte. adm. citado).------------------------------------------------

En dicha oportunidad, el primero de ellos presentó su descargo en forma escrita en el que manifestó que el veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y uno, mientras realizaba su recorrido, "...advierte la presencia de una mujer que con anterioridad habían visto aparentemente ejerciendo la prostitución, y era seguida a metros por un joven aparentemente cliente. Esto ocurre siendo aproximadamente la hora 00:30. Detienen el móvil sobre el cordón de la vereda, cuando la mujer sube a dicha vereda retroceden unos metros y el suscripto le pregunta: “estas trabajando?” a lo que ella le contesta: “desde hace dos dos horas”, la hace ascender al vehículo informándole que la llevarian a la dependencia policial por ejercicio de la prostitucion. Ella sube al asiento trasero y al aproximarse el joven que la seguia lo llama para preguntarle el nombre y si la conocia o tenia algo que ver con ella o le propuso tener relaciones sexuales, pidiendole que subiera al movil y los acompañara para servir de testigo ya que la demorada lo habia sido por ejercer la prostitución. El joven dio su nombre de German PALACIOS con domicilio en Calle Lisandro de la Torre de esta ciudad, se nego a acompañarlos, manifestando no conocer a la chica y se retiro hacia Av. San martín. Aclara que ninguno de los policias del movil bajaron del mismo en todo el procedimiento que habria durado unos diez minutos".--------------------------------------------------------------------------------------


"IV. –Una vez en el movil, y retirado el joven Palacios, se le pregunto a la joven, su nombre, quien dijo llamarse Maria Mercedes SHINYASCHYKY y domiciliarse en el Hotel COSMOS de calles San Roque y L. Lugones, ciudad, que tenia dos hijos y que estaba de paso por Carlos Paz, que negaria ejercer la prostitución y que por favor, la dejaran ir. En esta conversación, al molestar el ruido de la radio, Reyes, bajo el volumen. Pusieron el movil en movimiento para dirigir a la Comisaria de Distrito local, por Belgrano, cuando al ser detenidos por el semaforo de calle Maipu, ven la luz de la radio que prende y apaga, por lo que Reyes sube el volumen y escuchan que el Oficial Amaya ordena hacer base por lo suponen debian reiniciar el operativo fijado. Asimismo pregunta el QTH (lugar indicado) indicando el Sgto. Nella al Agente Reyes que diga que iban a calle Mendoza. El suscripto tomo la decisión de dejar ir a la joven ya que la llamada a base, la falta de testigos , la negativa de ella, harian fracasar el procedimiento. Le indica a la joven que bajara del movil, advirtiéndole que no queria verla mas por la calle de levante. La joven baja frente a la lomiteria Starting de Av. Libertad esquina Maipu. Siguen por Libertad hasta la rotonda de Paseo de las Luces para regresar por Libertad, entrando por Alvear hasta Moreno y por esta a la Av. San Martin, estacionando el movil frente a la entrada de la U.R.3 donde estaba esperando en la puerta el Oficial Ayudante AMAYA siendo aproximadamente las 00.45.-------------------------------------------------------
"V.- Al ingresar a la UR3·el Oficial Ayudante AMAYA lo interroga sobre la joven demorada, contestando el suscripto con el relato de los hechos referidos precedentemente en este escrito. En ningun momento nego haber demorado a la joven ni haber manifestado que intercepto a la joven con dos muchachos que la acompañaban y a los que amenazo e hizo irse del lugar. Quedaron detenidos de inmediato en la UR3 y a la hora siendo aproximadamente las 01.45 fueron pasados a la Comisaria de Distrito detenidos por haber sido acusados de violacion. Siendo declarados ese mismo dia a la tarde donde se abstienen. Llevados a Cordoba detenidos, son presentados al Juzgado de Instrucción de 16 Nominacion, donde declaran los hechos reales tal como se relatan en este escrito".----------------------------------------------------------------------------------------

"VI.- El Tribunal, por Resolución de fecha 21 del corriente mes de noviembre dispuso lo dejen en libertad, excarcelado del delito de coaccion por haberse declarado nulas las actuaciones de la supuesta violación” (sic, cfr.     fols. 64/65vta.). La declaración del Agente Víctor Hugo Reyes, de idéntico tenor a la anterior se encuentra incorporada a folios 68/69vta. del expediente administrativo citado.----------------------------------------------------------------------

e) El Jefe de Dependencia de la Comisaría Distrito Carlos Paz, Unidad Regional Número 3, con fecha veintinueve de noviembre de mil novecientos noventa y uno, en el sumario administrativo confeccionado con el objeto de evaluar el grado de responsabilidad que podía corresponder a los actores derivado de las "...actuaciones judiciales caratuladas Privación Ilegítima de la Libertad y Abuso Deshonesto, con conocimiento e intervención de S.S. Juez de Instrucción de 16º Nominación Sec Dr. Illuminatti y de las constancias obrantes en autos..." y luego de un exhaustivo análisis de las constancias del expediente administrativo consideró que "...los incoados tuvieron un proceder licencioso y denigrante, cuando valiendose de su investidura y guiados por instinto lujurioso, recogieron de la calle a un mujer, que si bién, su moralidad puede ser cuestionada, no contamos con los elementos necesarios para poner en tela de juicio ello. Por otra parte aún siendo vistos por personas allegadas a la denunciante prosiguieron con su acción ya delictuosa a bordo de un vehículo identificable de la repartición y poniendo a cada momento en situación más comprometida a la Institución, y dadas las características del ilícito, este tomó de inmediato estado público, con el consavido descrédito para las filas policiales..." (sic). Por ello, opinó que debía solicitarse al Poder Ejecutivo de la Provincia la cesantía de los actores "...por infracción al Art. 16º inc. 20º R.R.D.P., sin perjuicio de otra medida más severa en caso de que les resulte adversa la Resolución Judicial en la causa que se les sigue..." (cfr. fols. 72/74 del expte. adm. cit.).-------------------------------------------------------------------------

f) El dieciséis de enero de mil novecientos noventa y dos, la Asesora Letrada de la Unidad Regional 3 de Villa Carlos Paz, señaló que: "...De autos surge y debe destacarse que los encartados con su proceder han comprometido el prestigio de la Institución habiendo tomado el mismo estado público, y se hace necesario valorar muy especialmente que, a) la antigüedad de los inculpados en la fila de la Repartición lo que necesariamente nos capacita para proceder con firmeza y cautela, b) desconocimiento total de las leyes y disposiciones vigentes, ya que no se puede privar de la libertad a una persona para luego analizar si se cuentan o no con los elementos necesarios para probar o justificar el proceder y por último desistir del mismo poniendo en libertad al detenido, y c) si se pudiera admitir u excusar  el error precedente y a pesar de haber procedido a detener a la denunciante ante la presencia de su jóvenes amigos, en ningún momento entregaron el procedimiento en la Dependencia; todo ello sin entrar a considerar la veracidad o no del contenido de la denuncia formulada por la Srta. Shinyashiky que de probarse judicialmente la responsabilidad de los inculpados agravaría la situación que nos ocupa...", sugiriendo que se solicitara la cesantía de los agentes involucrados sobre la base de la aplicación del artículo 16      inciso 20) del Reglamento del Régimen Disciplinario Policial, "...sin perjuicio de que dicha medida se agrave en el caso que les resulte advera la resolución judicial que se tramita en contra de los nombrados" (cfr. fols. 95 y vta. del   expte. adm. citado).--------------------------------------------------------------------------

g) El Jefe de la Unidad Regional Número tres, el diecisiete de enero de mil novecientos noventa y dos, en las actuaciones administrativas iniciadas "...en base a la denuncia formulada por la jóven MARIA MERECEDES SHINYASHIKY...", opinó que se debía "...solicitar ante el Poder Ejecutivo Provincial, la CESANTÍA, del Sgto. CARLOS DANIEL NELLA, M.I. 10.143.237, y del Agente VICTOR HUGO REYES, M.I. Nº 10.871.532, por infracción al    Art. 16 Inc. 20º del R.R.D.P., sin perjuicio que esta medida se agrave en caso de resultarles adversa la resolución judicial definitiva..." (cfr. fols. 96 y vta. del expte. adm. citado). En igual sentido se pronunció el Departamento de Sumarios Administrativos con fecha veintinueve de enero de ese mismo año, encuadrando las supuestas infracciones en los artículos 14 incisos 20) y 27), 15 inciso 23) y 16 incisos 16) y 20) del Reglamento del Régimen Disciplinario Policial, en correlación con los artículos 3 y 137 de la misma norma (cfr. fols. 97/98 del expte. adm. cit.).------------------------------------------------------------------------------

h) El Director de la Asesoría Letrada de la Policía de la Provincia, el veintisiete de febrero de mil novecientos noventa y dos, en las actuaciones administrativas iniciadas con motivo de que los actores fueron "...imputados por la Justicia Ordinaria p.ss.as. de “Violación Reiterada”, causa que a la fecha se encuentra en estado de sumario...", consideró que "...prescindiendo de las conclusiones a las que puede arribar la justicia ordinaria respecto del delito que se les imputa, en esta sede administrativa surgen faltas gravísimas al Régimen Disciplinario que quedan acreditados en autos, entre otros elementos, por las manifestaciones de los sumariados que admiten haber hecho subir a la menor, que según sus dichos se encontraba contraviniendo normas de orden público que hacen punible su conducta, dejándola luego en libertad, arrogándose para si facultades que no les son propias, dando lugar a la imputación de referencia, trascendiendo su conducta al ámbito de la Repartición. Que esta conducta equívoca los ha llevado a brindar a sus superiores explicaciones poco claras que no coinciden con el sincronismo del desarrollo del episodio (...). Que el proceder de los involucrados se traduce en un daño al prestigio y decoro de la Repartición atento a la trascendencia de su condición de guardianes del orden...", por lo que estimó pertinente que se solicite al Poder Ejecutivo la cesantía de los agentes involucrados por infracción al artículo 16 inciso 20) del Reglamento del Régimen Disciplinario Policial, con aplicación de los artículos 3 y 137 del mismo cuerpo normativo (cfr. fols. 99 y vta. del expte. adm. citado).---------------------------------

i) El Tribunal de Disciplina, el dos de julio de mil novecientos noventa y dos consideró que "...el hecho existió en lo que respecta a la detención de la supuesta infractora y a partir de allí dá lugar a suponer que pudieron llevarse a cabo actos no acordes a una conducta policial. Además este error en el procedimiento trae aparejado que en cierta medida se vea afectada la imagen de la Institución, relajada la disciplina..." por lo que resolvió que se debía aplicar a los inculpados la sanción disciplinaria consistente en veinte días de suspensión al Sargento Carlos Daniel Nella y de diez días de suspensión al Agente Víctor Hugo Reyes, ambos por infracción al artículo 16 inciso 20) del Reglamento del Régimen Disciplinario Policial (cfr. fol. 126 del expte. adm. cit.).-------------------

j) El día siete de julio de mil novecientos noventa y dos, el Juez de Instrucción de Decimosexta Nominación, por Sentencia Número Ciento cincuenta y cuatro, sobreseyó a los actores del hecho que se les atribuía calificado como coacción (art. 149 bis, tercer párrafo del C.P.), a tenor de lo preceptuado por los artículos 337 inciso 1) primer supuesto y 338 del Código Procesal Penal (cfr. fols. 130/131vta. del expte. adm. cit.).----------------------------

k) Ese mismo día, el mencionado Magistrado decretó: "...A mérito del estado en que se encuentra la presente causa; Surgiendo de las declaraciones de los empleados policiales Enrique Omar Villagra -fs. 82- y Hugo Nicolás Raez      -fs. 83-, que la menor María Mercedes Shinyashyky se encuentra en situación de desamparo, dado que sobre su padre no se tienen datos, no se ha podido ubicar el paradero de su madre, vive sola, no tiene tutor, guardador ni representante legal y atento a los preceptuado por el art. 59 y demás concordantes del CC. y 108 inc. 1º -primer supuesto de la L.O.P.J. nro. 3364; RESUELVO: I.-) Designar al Sr. Asesor Letrado, como representante -promiscuo- de MARÍA MERCEDES SHINYASHYKY, a sus efectos.- NOTIFIQUESE" (cfr. fs. 239).----------------------

l) Con fecha veintidós de julio se notificó al Señor Fiscal de Instrucción del decreto anterior y de la Sentencia de sobreseimiento de los imputados con relación al delito de coacción de los imputados y "...dijo que, a mérito de las conclusiones a las que se ha arrivado en cuanto a que la menor María Mercedes Sinyaschyky se encuentra en situación de desamparo por las razones aludidas, y a lo establecido en el último párrafo del art. 7 72 C.P, la instancia privada no es necesaria y corresponde el procedimiento de oficio en relación al hecho calificado como violación, en autos..." (sic, cfr. fs. 239).-----------------------------

ll) El tres de agosto de mil novecientos noventa y dos se tomó declaración testimonial a la Señora María José Shinyashyky, madre de la menor denunciante, quien compareció espontáneamente y manifestó su voluntad de no promover acción penal en la causa (cfr. fs. 242/243), como consecuencia de lo cual el Juez de Instrucción de Decimosexta Nominación revocó el decreto que nombraba al Asesor Letrado como representante promiscuo de la menor atento a que la misma "...no se encuentra en estado de desamparo, dado que compareció ante esta Sede Judicial, la madre de la misma, tornando tal situación irrelevante lo expresado por el Sr. Fiscal de Instrucción..." (cfr. fs. 244).----------------------------------------

m) El Jefe de Policía, por Resolución Número 10.688 de fecha ocho de septiembre de mil novecientos noventa y dos, considerando "Que la documental aportada al proceso investigativo, permite determinar de manera concluyente que en la emergencia se torna necesario desdoblar la merituación del evento central. En efecto, la cuestión judicial no clarifica la situación emergente de la denuncia; sólo reza de una falencia de tipo procesal que priva puntualmente de continuar con los pasos procedimentales que en otras circunstancias hubiérase materializado. Pero en este ámbito las circunstancias de tiempo, modo y lugar son distintas; se han materializado procederes, conductas elementales reñidas con expresas normas previstas en el Régimen Disciplinario...", solicitó al Poder Ejecutivo Provincial la cesantía de los actores por infracción a los artículos 14 inciso 27), 15 inciso 6) y 16 inciso 20) del Decreto Número 3727/90               (cfr. fs. 6 y vta.).------------------------------------------------------------------------------

n) El Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Gobierno, en su Dictamen Número 114 del diecinueve de febrero de mil novecientos noventa y tres, indicó que las imputaciones encontraron "...su base fáctica en la denuncia formulada por la ciudadana María Shinyashiki dando cuenta que el día           26-10-91, en circunstancias en que los encartados se encontraban cumpliendo servicio a bordo del móvil policial, interceptaron a la denunciante obligándola a ascender al mismo para luego conducirla a un lugar descampado, y tras someterla sexualmente, fue dejada en libertad".----------------------------------------

"La intervención de la justicia penal, determinó la imputación del delito de "Violación Reiterada y Coacción", resolviendo por Auto Interlocutorio Nº 220 mal promovida la acción penal emergente del delito de "Violación" en razón del obstáculo formal al ejercicio de la misma, y sobreseyendo a los incoados por el delito de "coacción".------------------------------------------------------------------------

"Al respecto debe advertirse que el ámbito judicial se pronuncia sobre una falencia de tipo procesal, es decir de forma, sin entrar a analizar la cuestión de fondo que hacen a la materialidad del delito de violación".-----------------------

"La documental aportada al proceso investigativo permite acreditar en primer término una conducta reñida con expresas normas disciplinarias. En efecto, se aprehende a una supuesta infractora en la vía pública, se la hace ascender al móvil para luego, sin que medie justificativo alguno, dejarla en libertad arbitrariamente, sin previa comunicación del procedimiento a su Superior".-------------------------------------------------------------------------------------

"Que en oportunidad de ejercer sus defensas, los encartados son contestes en afirmar que hicieron ascender a la jóven al móvil policial para conducirla a la dependencia en razón de ejercer la prostitución. No contando con testigos y ante la negativa de la misma en admitir su ejercicio, decidieron dejarla en libertad en ocasión de receptar un llamado que se les formulaba por radio, todo lo cual tornaba inexitoso el procedimiento. Esta conducta equívoca los llevó a brindar explicaciones poco claras a sus Superiores que en nada resultan coincidentes con el sincronismo de desarrollo del episodio (...).---------------------

"Administrativamente, dichas conductas enlodan el prestigio Institucional al omitir normas procedimentales prestablecidas que consagran lo permitido como lo prohibido en cuanto a la prevensión y represión se refieren".--------------

"Las instancias propinantes en esta fase, coinciden en la existencia material del hecho y su apartamiento de las filas policiales, con la salvedad que resuelve el Tribunal de Disciplina en cuanto a la cuatificación de la pena, propiciando la sanción de suspensión".--------------------------------------------------

"No obstante la opinión calificada del Tribunal, el proceder de los incoados lesiona la investidura policial al efectivizar actos fallidos que vulneran pautas tipificadas y materia de plena aplicación. De allí que al no mediar para esta instancia elementos de atenuación, resulta procedente la sanción que por autos se propicia", llegando a la conclusión de que el Ministro de Gobierno podía dictar una resolución disponiendo la cesantía de los agentes por haber incurrido en los artículos 14 inciso 27), 15 incisos 6) y 16) y 16 inciso 20) del Decreto Número 3727/90 (cfr. fols. 4/5, cuya numeración comienza luego del   fol. 147/1 del Expte. Adm. Nro. 0002-10278/93, que corre como folio 8 del Expte. Adm. Nro. 0273-13048/94).-------------------------------------------------------

ñ) El Ministro de Gobierno, por Resolución Número 297 del siete de junio de mil novecientos noventa y cuatro, dejó cesantes a los actores por encontrarse incursos en las previsiones contenidas en los artículos 14 inciso 27), 15 incisos 6) y 16) y 16 inciso 20) del Decreto Número 3727/90. Según manifestó en los considerandos de dicho acto: "...de conformidad a las constancias sumariales acompañadas y en virtud de la denuncia formulada por la damnificada, los encartados el día 26/10/91, en circunstancias en que cumplían servicio a bordo de un móvil policial, la interceptaron, la obligaron a subir al vehículo, la condujeron hasta un descampado y luego de someterla sexualmente, la dejaron en libertad.-----------------------------------------------------------------------------------

"Por este hecho, judicialmente se les imputó el delito de "Violación Reiterada y Coacción" habiéndose resuelto que estaban mal promovidas la acción penal por el primero de los delitos en razón de obstáculos formales al ejercicio de las mismas, y siendo sobreseídos del 2do."--------------------------------

"Que el pronunciamiento judicial no analizó la cuestión de fondo vinculada con la comisión del delito de violación".-------------------------------------

"Que existe no obstante un remanente administrativo que demuestra una conducta reñida con los deberes policiales. En efecto la detención de una presunta infractora en la vía pública, su ascenso al móvil policial y su posterior liberación sin que medie justificativo alguno, y sin conocimiento del procedimiento de sus superiores, importa una conducta antirreglamentaria que merece reproche."---------------------------------------------------------------------------

"Que la defensa de los encartados en el sentido de que la detención obedeció al ejercicio de la prostitución por parte de la detenida, y que su liberación se debió a las negativas de la afectada y a un llamado recibido por la radio policial importa una conducta equívoca que en nada resulta coincidente con el sincronismo del desarrollo del episodio".----------------------------------------

"Que en la emergencia se omitieron normas procedimentales preestablecidas que consagran lo permitido y lo prohibido en cuanto a prevención y represión se refieren, lo que enloda el prestigio institucional."-------

"Que si bien las instancias preopinantes coinciden en propiciar como justa la sanción de cesantía, debe destacar que el Tribunal de Disciplina discrepa en este aspecto sugiriendo la suspensión. Esta última tesitura no es compartida en este decisorio toda vez que el proceder de los incoados reviste la gravedad necesaria para una sanción depurativa como la cesantía."---------------

"Que la presentación de los abogados defensores mencionada en el visto no alcanza a enervar las conclusiones precedentes. Adviértase que la falencia procesal que impidió el tratamiento judicial del delito de violación consistió en la minoridad de la denunciante-damnificada; y también que la madre decidió no promover la acción, con el resultado señalado".----------------------------------------

"Que el desarrollo argumental que abona la sanción de cesantía en esta resolución, carece de la vinculación necesaria con la imputación judicial como para constituirse en un impedimento para el juzgamiento administrativo que realizamos. En efecto se trata de castigar un procedimiento policial irregular que existió aún cuando no lo haya sido la violación. Y en este sentido las argumentaciones exculpatorias de la defensa no se compadecen con los antecedentes acumulados en el sumario que analizamos. ..." (cfr. fs. 12/12vta.).--


11.- De las actuaciones precedentemente reseñadas se desprende entonces que la plataforma fáctica en virtud de la cual se inició el sumario administrativo a los actores fue la misma por la cual se inició la investigación en Sede Judicial (hecho denunciado por la Srta. María Mercedes Shinyashiky, cfr. fs. 104/105), importando la conducta desplegada por los accionantes la supuesta comisión de un delito del derecho penal, más allá de que por sus circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión, pudiera configurar también una transgresión de naturaleza disciplinaria.----------------------------------------------------------------------------------


Tal aspecto se vislumbra claramente en los actos a través de los cuales se recibieron los descargos de los actores en Sede Administrativa, en los que se les imputó la falta contenida en el artículo 16 inciso 16) del Decreto Número 3727/90 -haber sido condenado como coautor, instigador, cómplice o encubridor de delito doloso, o tener responsabilidad juzgada administrativamente en la comisión de hechos directamente vinculados a aquellos que motivaron la instrucción de sumario policial- a la par de la prevista en el artículo 16 inciso 20) ib. -falta de decoro del empleo y contravención a las órdenes policiales, siempre que de ello resulte perjuicio para los intereses públicos y privados, dañe o afecte el prestigio de la Policía- (cfr. fols. 63 y 67 del expte. adm. cit.), habiendo los actores presentado su declaración con relación a ambas transgresiones al régimen disciplinario (cfr. fols. 64/65vta. y 68/69vta., del expte. adm. cit.).--------------------------------------------------------------------------------------


Dicho encuadramiento normativo se mantuvo en el dictamen del Departamento de Sumarios Administrativos (cfr. fol. 98 del expte. adm. citado), advirtiéndose en los distintos actos del sumario que la sanción aconsejada lo era sin perjuicio de otra medida más severa en caso de que a los actores les resultara adversa la resolución judicial definitiva (cfr. fols. 74, 95vta., 96vta. y 98 del expte. adm. cit.).------------------------------------------------------------------------------


El carácter delictual de los hechos investigados, sin perjuicio de sus aspectos estrictamente de naturaleza disciplinaria, no se vio alterado por el dictado del Auto Número Doscientos veinte por el Juzgado de Instrucción de Decimosexta Nominación del veintiuno de noviembre de mil novecientos noventa y uno, por cuanto si bien el mismo declaró mal promovida la acción penal, lo hizo "...sin perjuicio de continuar el proceso, tan luego salvado el obstáculo formal al ejercicio de la acción penal (arts. 18 de la Constitución Nacional, 39 de la Constitución Provincial; 72 y 119 inc. 3º Código Penal; 1, 6, 171 inc. 2º, 172, 178, 346 inc. 2º y 353 CPP). ..." (cfr. fs. 3vta.).---------------------

De hecho, con posterioridad a dicha resolución el Juez Penal designó al Señor Asesor Letrado como representante promiscuo de la menor denunciante por entender que la misma se encontraba en una situación de desamparo         (cfr. 239), lo que hubiera implicado la innecesariedad de la instancia privada y la consecuente continuación del procedimiento de oficio con relación al hecho calificado como violación -art. 72 del C.P.- (cfr. fs. 239), si no fuera por la presentación espontánea de la madre de la misma y su negativa de promover la acción penal en la causa (cfr. fs. 242/243), lo que determinó la revocación del decreto de nombramiento anteriormente mencionado (cfr. fs. 244).------------------

De ello se deriva que la Administración podía, a su elección, sancionar a los actores únicamente con relación a los aspectos específicos de su conducta que constituían típicas faltas administrativas, si consideraba que existían suficientes elementos de juicio para ello (art. 137 del Decreto Nro. 3727/90), o bien esperar a que eventualmente se emitiera algún pronunciamiento en Sede Penal, luego de la remoción de los obstáculos formales que impidieron la continuación de la investigación en dicha Sede, para poder considerar a los agentes incursos en la falta prevista en el artículo 16 inciso 16) ib..---------------------------------------------

Dicha opción podía ser ejercida por la demandada mientras no hubiera prescripto la acción penal resultante del hecho delictuoso conforme lo establecido por el artículo 42 del Decreto Número 3727/90 transcripto precedentemente.------


En consecuencia, deviene inconmovible lo sostenido por la Cámara a-quo en el sentido que: "...Si el hecho imputado aconteció con fecha 26 de Octubre de 1991 y la prescripción de la acción, conforme lo determinan los arts. 62 inc. 2º y 119 inc. 3º del Código Penal opera en el máximo previsto por la ley de doce años, evidentemente al tiempo de dictarse el acto sancionatorio (7-06-94), la acción disciplinaria no había prescripto según lo determina el art. 42 del Decreto Reglamentario Nº 3727/90, por tanto también corresponde rechazar la impugnación que con tal motivo se plantea. ..." (cfr. fs. 298).------------------------

12.- Con relación al segundo de los agravios esgrimidos por los recurrentes relacionados a que la Cámara a-quo omitió valorar prueba dirimente para la resolución de la causa, en particular la testimonial de la madre de la menor denunciante, cabe señalar que tal como ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los Jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agregadas a la causa, sino sólo aquellas estimadas conducentes para fundar sus conclusiones, ni tampoco lo están a tratar todas las cuestiones expuestas ni a analizar los argumentos utilizados que a su juicio no sean decisivos (Fallos 272:225; 274:113; 276:132; 311:378; 280:320).--

En el sub lite, los actores fueron cesanteados por cuanto se acreditó en Sede Administrativa que habían incurrido en una conducta reñida con los deberes policiales consistentes en: "...la detención de una presunta infractora en la vía pública, su ascenso al móvil policial y su posterior liberación sin que medie justificativo alguno, y sin conocimiento del procedimiento de sus superiores...", lo que comprometió -aún cuando no se haya probado el hecho de la violación de la menor- el prestigio de la Institución Policial (cfr. Resolución del Ministro de Gobierno Nro. 297/94, fs. 12/13), atento la repercusión pública que asumió la misma (cfr. fols. 73vta., 95, 96, 98 y 99 del expte. adm. cit.), no encontrándose su materialidad desvirtuada por la testimonial de la Señora María José Shinyashiky, madre de la denunciante (cfr. fs. 242/243), contrariamente a lo sostenido por los recurrentes.------------------------------------------------------------------------------------

Cabe señalar, que las faltas imputadas a los actores se encuentran acreditadas en autos por los siguientes elementos probatorios:------------------------

a) La denuncia formulada por la Señorita María Mercedes Shinyashiky formulada ante el Oficial Jefe a cargo de la Comisaría de Distrito Villa Carlos Paz, en la que manifestó, entre otras cuestiones, que con fecha veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y uno, mientras caminaba por la Avenida Libertad de Villa Carlos Paz, los actores se le acercaron, la hicieron subir al móvil policial y, posteriormente, la dejaron en las cercanías de la calle Tucumán y San Martín de dicha ciudad. Según indicó la misma "...subio al móvil a las cero horas, y la dejan a las cero cuarenta y cinco horas, de la fecha..." (cfr. fols. 8/9 del expte. adm. cit.). Estos dichos fueron ratificados posteriormente por la denunciante ante el Oficial Inspector José Salvador Sosa, quien fue comisionado por la Superioridad para practicar diligencias y averiguaciones en torno a dicho suceso (cfr. fols. 71 y vta. del expte. adm. cit.).-----------------------------------------

b) Lo manifestado por los propios accionantes en su descargo administrativo -ver Punto 10 apartado d)- quienes admitieron los hechos en cuestión e intentaron justificar su conducta.----------------------------------------------
c) La declaración del Oficial del Comando Radioeléctrico de la Unidad Regional Número Tres, Marcelo José Amaya en la que relató que el veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y uno, como consecuencia de la presentación ante la Guardia de Prevención de los Señores Martín Bustos y Germán Palacios para solicitar datos de la Señorita María Mercedes Shinyashiky, quien había sido obligada a subir a un móvil policial de la dependencia, llamó por radio a los actores y, al recibir respuesta después de varios intentos fallidos, les indicó que regresaran a la base. Según relató, al regresar los agentes en cuestión al Comando, le preguntó al Sargento Nella acerca de una mujer que habrían interceptado en frente del Bar Acapulco de dicha ciudad "...a lo que dijo primeramente que no sabia nada, pero luego manifestó de que si habían estado con tal señorita y que la habían llevado unas dos cuadras debido a que creian que era una que trabajaba en la calle, pero que como no tenian testigos la habían dejado ir, sin tomarle ningun dato personal y que los jóvenes que la acompañaban le habían manifestado que se retiraran del lugar. Haciendo notar de que eso era lo único que había ocurrido, desconociendo el rumbo que habría tomado tal Señorita..." (sic, cfr. fols. 25/26 del expte. adm. cit.).--------------------

Frente a ello, la declaración de la madre de la menor denunciante quien manifestó que su hija le había contado que su concubino la obligó a denunciar a dos policías "...por violación, pero estos no le habian hecho nada...", podría ser  -eventualmente- considerada por el Juez Penal en caso de que deba analizar la supuesta comisión del delito de violación, pero no enerva la materialidad de los aspectos vinculados a la faz disciplinaria de las conductas desplegadas por los actores que, tal como se analizó anteriormente, se encuentran debidamente acreditados en autos.-------------------------------------------------------------------------

13.- En cuanto al tercero de los agravios planteados por los actores insistiendo en la existencia de deficiencias en la imputación de los hechos sancionados -ausencia de la misma y falta de concordancia entre el hecho atribuido y aquel por el cual se aplicó la sanción-, tal afirmación carece de sustento por cuanto, tal como surge del análisis de las constancias administrativas y judiciales precedentemente reseñadas (ver Punto 10), la Administración hizo conocer a los recurrentes los hechos en virtud de los cuales estaban siendo investigados, no existiendo la discordancia por ellos denunciada.--------------------

En efecto, en Sede Administrativa se imputó a los recurrentes la comisión de las faltas previstas en el artículo 16 incisos 16) y 20) del Decreto Número 3727/90 como consecuencia de haber sido procesados “...por s.a. del delito de Violación Reiterada, con conocimiento e intervención de Juzgado de Instrucción de decimo sexta nominación...” (sic, cfr. fols. 63 y 67 del expte. adm. cit.), hecho que había sido debidamente descripto en Sede Penal (cfr. fs. 164vta./165 y 167vta./168), sobre el cual formularon los accionantes sus descargos administrativos (cfr. fols. 64/65vta. y 68/69vta. del expte. adm. cit.) y cuyos aspectos de naturaleza disciplinaria, debidamente acreditados y admitidos por los propios agentes, tal como se analizó precedentemente, constituyeron la base fáctica sobre la cual se aplicó la sanción de cesantía impugnada en autos           (cfr. fs. 12/13), no existiendo por ende la falta de correlación esgrimida en la crítica impugnaticia.-------------------------------------------------------------------------

Tal como puso de relieve la Cámara a-quo, los hechos por los cuales imputaron a los actores: "...son los que generaron la causa penal a que se hace referencia y han sido suficientemente conocidos por los actores a tenor de los argumentos que los mismos exponen en su descargo..." (subrayado agregado,  cfr. fs. 299).-----------------------------------------------------------------------------------

Es que, de los descargos de los accionantes surge que los mismos tenían conocimiento de la acusación efectuada en su contra, la cual originó el inicio de la investigación en Sede Administrativa, habiendo intentado justificar tanto los aspectos de sus conductas vinculados con la faz penal -aludiendo al resolutorio judicial que dispuso su libertad por haberse declarado nulas las actuaciones de la supuesta violación, cfr. fs. 65vta. y 69vta.-, como también aquellos relacionados con la faz administrativa -explicando que demoraron a la joven denunciante por estar ejerciendo la prostitución, que la dejaron ir porque fueron llamados a la base, por la falta de testigos y por la negativa de la misma, lo cual hubiera hecho fracasar el procedimiento, advirtiendo también que al ser interrogados en la Unidad Regional Número Tres sobre la menor demorada reportaron lo sucedido sin negarlo, cfr. fs. 64vta./65 y 68vta./69-.-----------------------------------------------

A ello se agrega que, como advirtió la Cámara a-quo con relación a esta supuesta deficiencia en la imputación de los hechos, los recurrentes tampoco precisan "...de que modo afectó su derecho de defensa, ni que argumentos exculpatorios pudieron haber sido expuestos y acreditados. De allí que también responde desestimar esta impugnación" (cfr. fs. 299vta.).-----------------------------


14.- Con relación al cuarto de los agravios denunciados a través del cual afirman que la demandada aplicó la sanción de cesantía ignorando el dictamen del Tribunal de Disciplina que aconsejaba la imposición de una sanción menor, el mismo deviene igualmente inadmisible, dado que no emerge de la normativa policial aplicable el carácter de “vinculante” que los recurrentes pretenden asignarle.--------------------------------------------------------------------------------------


Si bien el artículo 150 del Decreto Número 3727/90 establece que: "El Tribunal de Disciplina entenderá exclusivamente en las causas seguidas a personal superior o subalterno, siempre que mediare opinión fundada del Departamento Sumarios Administrativos o de la Dirección de Asesoría Letrada aconsejando la cesantía o exoneración del imputado, o cuando alguna de estas sanciones fuera propiciada por Jefatura de Policía, con excepción de los casos de condena judicial de cumplimiento efectivo o inhabilitación para el ejercicio de funciones públicas", su dictamen no resulta de obligatorio seguimiento para la Administración activa con competencia para aplicar la sanción administrativa.----

Al respecto, es dable tener presente que en el proceso de formación de la voluntad administrativa, existen actos que no pueden ser considerados actos administrativos definitivos, por cuanto no producen efectos jurídicos directos e inmediatos respecto de terceros. Tales actos, que pueden provenir de órganos consultivos, no condicionan el sentido de la voluntad del ente responsable del dictado del acto, en tanto la ley no les atribuya carácter vinculante.------------------


Así, los dictámenes que emanan de los cuerpos técnicos permanentes, constituyen opiniones legales que podrán o no ser objeto de seguimiento al momento de la producción del acto definitivo. Ello es así en razón de que la función administrativa consultiva es una actividad preparatoria de las resoluciones de los órganos activos de la Administración. Ellos tienen la tarea de emitir una opinión técnica-jurídica calificada, sobre aspectos de mérito o sobre la legitimidad de la futura voluntad administrativa.----------------------------------------


En consecuencia tales actos no expresan la voluntad del poder administrador, no resuelven sino que integran una etapa previa de carácter consultivo-deliberativo dentro del íter procedimental de formación de la voluntad estatal. De lo que se deriva que cuando la Ley no les confiere carácter vinculante, no condicionan el sentido de la decisión de quienes normativamente tienen la competencia para decidir, pudiendo por tanto prescindir del parecer contenido en los mismos.-----------------------------------------------------------------------------------


En tales situaciones el órgano de decisión podrá apoyarse en razones propias, proveyendo al acto de una motivación autónoma que deberá ser congruente con las actuaciones precedentes, o bien podrá hacer suyo el criterio sugerido por el órgano de consulta, hipótesis en la cual el contenido del dictamen será obligatorio en virtud del acto administrativo que acoge sus fundamentos (doctrina de esta sala in re "Pelegrin, Néstor Francisco c/ Provincia de Córdoba   - Contencioso Administrativo - Plena jurisdicción - Recurso de Apelación",  Sent. Nro. 16/1997 y "Becker, Rubén E. c/ Provincia de Córdoba - Plena Jurisdicción - Recurso de Apelación", Sent. Nro. 198/2001).-------------------------

En este orden de conceptos se enmarca el imperativo legal contenido en el artículo 98 de la Ley 6658 -Procedimiento Administrativo-, cuando establece que todo acto administrativo final deberá ser motivado y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho, cuando "...c) se separe del criterio seguido en actuaciones precedentes, o del dictamen de órganos consultivos".----------------


De esta norma surge que en los supuestos en que la ley no obligue al seguimiento de la opinión emitida por el órgano de consulta, pueden presentarse las siguientes hipótesis: a) si el órgano de decisión se aparta del dictamen producido por el órgano de consulta, el primero debe proveer al acto de la motivación necesaria para que la voluntad administrativa pueda ser considerada válida; b) si el órgano de decisión comparte la opinión emitida por el asesor técnico, el primero podrá hacer suyo los fundamentos de hecho y de derecho explicitados por el órgano de consulta en tanto sean válidos y, en este caso, la remisión a lo allí actuado confiere a la voluntad administrativa de la debida motivación.-----------------------------------------------------------------------------------

En el contexto referido, la Administración demandada ha cumplimentado en autos con la normativa y práctica administrativa que imponen que los apartamientos de los dictámenes de la Administración consultiva se justifiquen objetiva y suficientemente (T.S.J., Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 83/2002 “Cester de García, María del Rosario y otros c/ Comuna de Villa Parque Siquiman - Plena Jurisdicción - Recurso Directo”), ya que el Ministro de Gobierno expresamente hizo referencia a tal circunstancia en su resolución advirtiendo que "...si bien las instancias preopinantes coinciden en propiciar como justa la sanción de cesantía, debe destacar que el Tribunal de Disciplina discrepa en este aspecto sugiriendo la suspensión. Esta última tesitura no es compartida en este decisorio toda vez que el proceder de los incoados reviste la gravedad necesaria para una sanción depurativa como la cesantía. ..." (cfr. fs. 12vta.), argumentos estos que proveen de adecuada motivación a la selección de la sanción por parte de la autoridad con competencia para aplicar la cesantía (art. 98 inc. c) de la Ley 6658).------------------------------------------------------------------

15.- Finalmente, en cuanto al planteo de los apelantes a través del cual insisten en una supuesta falta de correlación entre la imputación efectuada y la sanción aplicada, tampoco es posible su acogimiento en tanto que los mismos no rebaten los argumentos expuestos por la Sentenciante referidos a que: "...el necesario rigor moral que exige de sus hombres la Institución Policial, justifica la expulsión de sus filas de aquellos que no sean capaces de llevar una vida acorde con las importantes responsabilidades que han asumido para con la sociedad, por tanto considero que la sanción no resulta abusiva ni contraria a derecho.-" (cfr. fs. 305vta.).----------------------------------------------------------------

Igualmente, cabe destacar que de conformidad a una constante Jurisprudencia de esta Sala, consolidada por su permanente seguimiento (Sentencias Nros. 34/1997 "Guerberoff..."; 58/1999 "Albertinazzi..."; 128/1999 "Páez..."; 137/1999 "Farías..."; 196/1999 "Perafan, Juan Zenón..."; 136/2000 "Ball..."; 05/2005 "Sequalino...", entre muchas otras) el ejercicio de la potestad disciplinaria, comprende las siguientes etapas: a) verificación material de los hechos susceptibles de ocasionar la falta disciplinaria, b) encuadramiento o calificación jurídica, c) apreciación de la prueba valorando la gravedad de la falta y d) elección de la sanción.-----------------------------------------------------------------

Las etapas a) y b), esto es, la verificación material de los hechos imputados, comprensiva de su investigación y fehaciente acreditación en función de los cargos formulados, como asimismo su calificación jurídica en base a lo previamente normado por la ley, conforman el bloque de lo reglado o vinculado sin posibilidad de que exista una modalidad discrecional.-----------------------------

En cambio, en las etapas c) y d), esto es, en la apreciación de la prueba cuando no existan pautas objetivas para su valoración y en la elección de la sanción entre varias preestablecidas -siempre que el ordenamiento lo autorice-, bien pueden consentir el uso de pequeños márgenes de discrecionalidad       (conf. de mi autoría, Administración Pública. Actividad Reglada discrecional y técnica. Nuevos Mecanismos de control judicial, Segunda Edición Actualizada y Ampliada, Lexis Nexis, Depalma, Buenos Aires, Mayo, 2004, págs. 316 y ss.).---

No obstante, aún cuando exista una porción discrecional cuya valoración y resolución sólo incumbe a la autoridad administrativa, su congruencia e inserción dentro de la juridicidad puede ser objeto de control, más reducido, prudente y razonable, pero control al fin.--------------------------------------------------------------

De todos modos, como lo ha entendido la jurisprudencia, para declarar la ilegitimidad del acto sancionador, la incongruencia debe ser notoria entre los hechos que se estiman merecedores de castigo y la sanción elegida entre las varias posibles (Tribunal Supremo Español del 27 de Octubre de 1982, Repertorio de Jurisprudencia Aranzadi, 3945).------------------------------------------

Conocido es que la congruencia se vincula íntimamente con la razonabilidad. La jurisprudencia inglesa con elocuente generosidad considera que una actuación irrazonable se configura cuando ninguna persona de buen sentido la habría adoptado (Caso Prescott c/ Birmingham Corporation, All E.R., 1954, 3, 698; Borough Council c/ Greater London Council, All E.R., 1982, 3, 129).--------

"Es causal de irrazonabilidad del acto administrativo la falta de proporcionalidad entre los medios que el acto adopta y los fines que persigue la ley que le dio al Administrador las facultades que éste ejerce en el caso, o entre los hechos acreditados y la decisión que en base a ellos se adopta con la consecuencia de que dichas circunstancias en caso de acaecer, tornen nulo el acto. La razonabilidad exige que la actividad estatal se cumpla dentro de un cierto orden, de una cierta justicia. Es un patrón o un standard que permite determinar, dentro del arbitrio más o menos amplio, ordinario o extraordinario de que gozan los órganos del Estado, aquello que es axiológicamente válido. La razonabilidad es un verdadero ideal de justicia, es parte de un derecho natural constitucional..." (S.T.J. Neuquén, Mayo 1984, "Martínez C. c/ Inst. de Seg. Social de Neuquén", e.d., T. 116, pág. 566).---------------------------------------------

En su proyección actual, la razonabilidad, proporcionalidad o congruencia es una técnica de control que indaga la relación entre los medios utilizados y los resultados conseguidos, con el siguiente criterio: mitad racional y mitad justo. Es decir, aglutina en su seno valoraciones sobre proporcionalidad y justicia, pudiendo relacionarse con las más diversas modalidades del ejercicio de la función administrativa: actividad vinculada, discrecional, técnica, etc.. Para constituir un vicio de juridicidad ésta debe ser notoria y fácilmente acreditable.---

Las normas estatutarias que regulan la relación de empleo público establecen dispositivos flexibles para que la autoridad que deba aplicar la sanción valore las circunstancias concretas de cada caso y resuelva en consecuencia. En ocasiones un mismo hecho puede ser causa para aplicar una suspensión de treinta días o una cesantía, a partir de la gravedad de la falta. Consecuentemente, su resolución comporta la valoración de ingredientes de discrecionalidad que junto a otras pautas objetivas dirimen el temperamento a adoptar.----------------------------

La graduación de la sanción administrativa constituye una cuestión de mérito reservada en principio al ámbito de discrecionalidad de la Administración que, sin embargo, no puede ser irrazonable ni arbitraria.-------------------------------

Cabe recordar que la misión judicial en la interpretación del ordenamiento no se agota con la remisión a los textos legales, sino que requiere del intérprete la búsqueda de la significación jurídica de los preceptos aplicables, que consagre la versión técnicamente elaborada y adecuada a su espíritu. Deben desecharse soluciones notoriamente injustas que impiden el reconocimiento del derecho de los litigantes en el caso concreto (C.S.J.N., Fallos 271:130).--------------------------

El Juez no sólo controla los límites externos relacionados con las reglas formales (competencia, forma, procedimiento, etc.), sino también fiscaliza algunas fases del decisorio interno, como la logicidad, razonabilidad, proporcionalidad, coherencia, concordancia, paridad de tratamiento, justicia, buena fe, confianza legítima, porque en definitiva se trata de diferentes conceptos que integran la noción más amplia de juridicidad.--------------------------------------

Así la falta de proporcionalidad entre los medios que el acto adopta y los fines que persigue la ley que dio al poder administrador la potestad que éste ejerce en el caso concreto, o la falta de adecuación entre los hechos acreditados y la decisión que en base a ellos se adopta, vician el objeto del acto, sin perjuicio que, simultáneamente, aparezca como una forma de arbitrariedad, que configura un vicio de voluntad (vid Gordillo, Agustín, Tratado de Derecho Administrativo, T. 3, El acto administrativo, 4ta. Edic., Bs. As. 1999, págs. VIII-17 y ss.).---------

En el sub lite, contrariamente a lo sostenido por los apelantes, la graduación de la sanción impuesta por la Administración entre varias establecidas, que ha sido encuadrada en los preceptos jurídicos aplicables a los hechos verificados, se presenta como adecuada al principio de proporcionalidad, dado la gravedad de la falta cometida y la trascendencia pública de los actos sancionados, que afectaron la imagen de la Institución Policial ante la sociedad.--

16.- En síntesis, la situación fáctica debidamente constatada en el sub lite y no revertida en su materialidad en la instancia judicial de revisión, sumada al trámite procedimental seguido que ha salvaguardado el derecho de defensa de los actores a través del correspondiente sumario administrativo previo en el que tuvo participación activa, pudiendo ejercer plenamente sus derechos constitucionales a ofrecer y producir pruebas (cfr. constancias obrantes en el Expte. Adm.           Nro. 0273-13048/94 y sus agregados), son categóricamente demostrativos de la juridicidad del acto sancionatorio frente a la gravedad con la que el ordenamiento jurídico ha calificado autónomamente la falta cometida.-------------------------------

17.- En mérito de las razones expuestas y las premisas sentadas a través de su desarrollo, corresponde desestimar el recurso de apelación interpuesto por los Señores Carlos Daniel Nella y Víctor Hugo Reyes, con costas de esta instancia por su orden atento que la cuestión referida a la adecuación de la sanción pudo inducir a los actores a creerse con mejor derecho para apelar (art. 130 del     C.P.C. y C., por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).-------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal preopinante, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.----------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:----------------------


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin deciden acertadamente la presente cuestión y para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.---------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
Corresponde: I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por los actores a fs. 307 y, en consecuencia, mantener la Sentencia Número Uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veintisiete de febrero de dos mil tres (fs. 287/306vta.).---------------------------------

II) Imponer las costas de la instancia por su orden (art. 130 del          C.P.C. y C., aplicable en virtud del art. 13 de la Ley 7182).---------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------


Estimo que la respuesta proporcionada por el Señor Vocal preopinante, expresa la solución acertada a la presente cuestión. Por ello, me pronuncio en idéntica forma.--------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:---------------------


El Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin da, a mi juicio, las razones necesarias que deciden correctamente la presente cuestión. Por ello, adhiero a su voto, expidiéndome en igual sentido.-----------------------------------------------------

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------

I) No hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por los actores a      fs. 307 y, en consecuencia, mantener la Sentencia Número Uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el veintisiete de febrero de dos mil tres (fs. 287/306vta.).-------------------------------------------------

II) Imponer las costas de la instancia por su orden (art. 130 del          C.P.C. y C., aplicable en virtud del art. 13 de la Ley 7182).---------------------------

Protocolizar, dar copia y bajar.-

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI – ANDRUET (h).
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